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ADICTOS. INTERNACIÓN VOLUNTARIA ] 
TRATAMIENTO DE DESINTOXICACION Y REHABILITACION 


Se posterga su tratamiento 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 13 de diciembre de 2017 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Martín Lema Perreta. 
MIEMBROS: Señores Representantes Luis Gallo Cantera, Mabel Quintela y Nibia Reisch. 


PROSECRETARIA: Señora Viviana Calcagno. 


SEÑOR PRESIDENTE (Martín Lema).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Para el día de hoy habíamos previsto comenzar con el análisis del proyecto de ley “Consumo abusivo de 
drogas. Normas para el ejercicio del derecho de la voluntad anticipada para recibir un tratamiento de 
desintoxicación, rehabilitación y reinserción social”. 


SEÑORA REISCH (Nibia).- Tal como estuvimos conversando personalmente, este proyecto ingresó el 18 de 
octubre y desde el inicio con el apoyo de quienes tienen algún familiar adicto, a tal punto que hubo 
manifestaciones de apoyo en las puertas del edificio anexo. 


Son pocas las oportunidades en que existen manifestaciones de apoyo a un proyecto, pues generalmente se 
realizan para reclamar la elaboración de determinadas iniciativas. 


Esto surgió a raíz de que un grupo de familiares recorrieron nuestros despachos y nos plantearon su 
problemática; nos hicimos eco de su situación y lo plasmamos en este proyecto. 


Durante el actual Gobierno se habilitó legalmente la venta de marihuana, pero en los tres períodos el 
gobierno del Frente Amplio ha estado omiso por no encarar la rehabilitación de quienes son adictos a las 
drogas. 


Luego de la presentación de esta iniciativa hemos tenido apoyos desde todos los puntos del país; no hay un 
solo departamento que haya quedado excluido. Recibimos muchos mensajes de personas que se sintieron 
identificadas con esa iniciativa. 


Todos sabemos que cuando una persona está bajo los efectos de su adicción su familia quiere internarlo, pero 
no puede hacerlo si es mayor de edad; además, seguramente se niegue a la internación porque psíquicamente 
no está en condiciones. 


Como bien describe el proyecto, esto permitiría que toda persona mayor de edad, cuando se encuentre lúcida, 
en forma libre y anticipada podrá expresar su voluntad para que sea internado cuando esté padeciendo los 
efectos de la droga y sea rehabilitado, tal como muchas veces lo manifiesta pero que, lamentablemente, su 
familia no puede satisfacer ese deseo. 


Creo que esto dará respuesta a un pedido de la sociedad. Reitero que el Gobierno del Frente Amplio permite 
la venta legal de marihuana pero, lamentablemente, no ha encarado la rehabilitación de los adultos adictos en 
nuestro país. 


Me gustaría escuchar la posición de los integrantes oficialistas de esta Comisión y que quede registrada en la 
versión taquigráfica. 


SEÑOR GALLO CANTERA (Luis).- Estamos hablando de un proyecto que ingresó a la Comisión el 18 de 
octubre y esta es la primera sesión en la que vamos a considerarlo. 


Esta iniciativa me genera muchas dudas, porque aprobamos una norma que para mí es trascendente; me 
refiero a la Ley N* 19.529, de Salud Mental, que se contrapone absoluta y radicalmente con el proyecto que 
presenta la legisladora del Partido Colorado. ¡Radicalmente opuesto! 


Por estos motivos, antes de hablar específicamente sobre esta iniciativa y tomar una decisión, me gustaría 
conocer la opinión, por ejemplo, de la Facultad de Medicina a través de la cátedra de psiquiatría, de la 
Facultad de Psicología, de todas las organizaciones vinculadas a los trastornos de salud mental que trabajaron 
mucho durante todo el proceso de la mencionada ley con una perspectiva de derechos humanos. 


De todas formas, para que se quede tranquila la señora diputada yo voy a brindar mi opinión personal: estoy 
en contra de este proyecto de ley. 


También sería bueno conocer la opinión de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo, tal como fue reclamado por los legisladores de la oposición para que se tomaran en cuenta algunos de 
los aspectos de la Ley de Salud Mental. 


La Ley N* 19.529, de Salud Mental, desde una perspectiva de derechos humanos en el marco del Sistema 
Nacional Integrado de Salud -ley de reciente aprobación, con un extenso proceso de elaboración-, regula con 
especial énfasis la protección de la persona con quebranto de salud mental. 


En esta perspectiva, el artículo 5? de la ley refiere específicamente a las situaciones de consumo problemático 
de sustancias psicoactivas, integrándolo al elenco de problemáticas de salud que serán abordadas por nuestro 
sistema sanitario desde la perspectiva establecida en esta norma. 


En ese sentido, serán de aplicación -a los efectos de garantizar el efectivo ejercicio de los derechos de las 
personas afectadas por el consumo problemático de sustancias activas para el caso de la internación- los 
artículos 23 al 33 de la mencionada ley, que establecen las modalidades de internación, los requisitos y las 
garantías para que esta se desarrolle con finalidad terapéutica para restablecer la salud mental de la persona 
afectada, reconociendo la autonomía de las personas como principio básico esencial que prioriza preservar la 
dignidad del paciente. 


Como se establece en la exposición de motivos de la ley, con relación a la autodeterminación, se apunta a la 
conflictiva y prejuiciosa relación que culturalmente se hace entre la capacidad o discapacidad, cordura o 
locura. En tal sentido, establece que debe “suponerse que los pacientes son capaces de tomar sus propias 
decisiones, a menos que se pruebe lo contrario” y recomienda “asegurarse de que los prestadores de atención 
de salud mental no consideren sistemáticamente que los pacientes con trastornos mentales son incapaces de 
tomar sus propias decisiones”. 


Tal como insiste la Organización Mundial de la Salud, en el Manual de Recursos de la OMS sobre Salud 
Mental, Derechos Humanos y Legislación publicado en 2006 en Ginebra, Suiza-: “Las personas con 


trastornos mentales son, o pueden ser, particularmente vulnerables al abuso y a la violación de sus derechos”. 
También advierte que “La legislación que protege a los ciudadanos vulnerables -incluyendo a las personas 
con trastornos mentales- es el reflejo de una sociedad que respeta y se preocupa por su gente”. 


Las violaciones de derechos humanos y la denegación de derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales a las personas que sufren trastornos mentales son comunes, tanto en ámbitos institucionales como 
en la comunidad. Para proteger los derechos de los pacientes con trastornos mentales se hace necesaria la 
adopción de medidas de acción positiva, en el entendido de que se trata de una población con mayor 
vulnerabilidad, y que el estigma y la discriminación ofician como obstáculos para el pleno ejercicio de sus 
derechos. 


La presencia de una discapacidad mental no significa, de por sí, la inexistencia de discernimiento. El 
consentimiento libre e informado debería constituir la base del tratamiento y la rehabilitación de la mayoría 
de las personas con trastornos mentales, y es necesario agotar los esfuerzos para permitir que una persona 
acepte voluntariamente el tratamiento antes de adoptar los procedimientos involuntarios. 


Este es un pequeño informe que escribimos con el aporte de personas que manejan este tema mucho mejor 
que quien habla. 


Por ejemplo, con respecto al artículo 1” del proyecto, quien piense que un adicto -con el grado de adicción 
que presentan- no es considerado una persona con trastornos mentales, está equivocado. 


A mí me genera dudas el artículo 19. Allí se establece: “Toda persona mayor de edad, psíquicamente apta” - 
cuando hablamos de una persona psíquicamente apta nos referimos a una persona que no tiene ningún tipo de 
discapacidad o trastorno mental- “que padezca de una adicción a cualquier tipo de drogas, en el momento de 
plena lucidez, en forma voluntaria, consciente y libre, podrá expresar su voluntad de ser sometido a una 
internación para recibir un tratamiento de desintoxicación [...]”. 


Yo estoy en contra de la internación en la forma en que se formula en esta iniciativa. Sé que tenemos mucho 
para trabajar al respecto; la Ley de Salud Mental recién se está reglamentando y apunta, fundamentalmente, a 
tratar al adicto en forma integral. 


Además, como responsable del equipo de Gobierno, sé que nos queda mucho trabajo por hacer en tal sentido. 


Eso no resuelve el problema. Supongamos que este proyecto se aprobara y se transformara en ley. En ese 
caso, tendríamos un conjunto de personas que padecen algún grado de discapacidad mental por la adicción. 
No olvidemos que la adicción a este tipo de sustancias determina que las personas tengan problemas 
psíquicos, mentales, discapacidades o como se los quiera llamar -en este momento poco importa el léxico- y 
que es algo que no vamos a resolver. 


Creo que debería resolverse en forma integral, tal como está plasmado en los artículos 23 a 30 de la ley. 


Obviamente, siempre estoy dispuesto a escuchar, y si tengo que rectificarme, lo haré porque no tengo ningún 
problema. Esto es lo que hoy me nace y he leído, porque venimos preparados para estudiar este tema. 


El tema de salud mental lo abordamos recientemente este año -toda la Comisión estuvo trabajando 
activamente y preocupada por el asunto-, y creo que esta iniciativa se da de narices con el proyecto que 
aprobamos sobre salud mental. 


Reitero que para el análisis de este proyecto de ley me gustaría que se invitaran a algunas instituciones. Que 
esté en contra de esta iniciativa no significa que no sea seria, responsable y trabajada. Después de haber 
escuchado a la delegación que nos visitó -entendiendo que se encuentran en una situación frágil porque 
tienen un problema real-, creo que este no es el camino para resolver el problema. 


Esta es mi primera impresión sobre el proyecto -votaré negativamente-, pero siempre estoy abierto a 
reconsideraciones y escuchar a todas las partes. 


Después de escuchar presentaremos nuestro informe a la bancada, pero en principio estamos en contra de este 
proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero ir punto por punto y hacer algunas referencias concretas. 


En primer lugar, estoy de acuerdo con citar a algunas delegaciones; seguramente la diputada Reisch o alguno 
de quienes estamos acá tengamos la inquietud de escuchar a las partes para esclarecer y profundizar en el 
análisis de este proyecto de ley. 


Así como el señor diputado Gallo tiene todo el derecho a expresar su opinión, que respeto, yo voy a 
manifestar mi parecer. Creo que se trata de una iniciativa con mucho sentido común. Y más allá de 
pronunciarme a favor o en contra de la internación y de analizar algunos artículos que pueden ser 
perfectibles, como toda acción humana, creo que si una persona en un estado consciente decide someterse a 
un tratamiento, este no debería interrumpirse cuando esa misma persona no está en las mismas condiciones. 


Por lo tanto, entiendo que es necesario el análisis de esta iniciativa, más allá de las posturas que cada uno 
adopte. 


El diputado Gallo, de muy buen fe, hizo referencia a la fecha de ingreso del proyecto. En realidad eso no 
tiene nada que ver porque cuando apenas llegó el proyecto de ley de salud mental luego de votarse en el 
Senado -en la Comisión ya existían otras iniciativas presentadas por algunos señores diputados respecto al 
mismo tema-, se comenzó con el análisis. Eso fue así porque se entendió que había un reclamo y porque se 
apeló a la buena fe, que fue reconocida, lo cual posibilitó que existiera un clima de suma armonía en dicho 
análisis. 


Todos los miembros de la Comisión han demostrado que no se hace hincapié en la fecha de presentación de 
un proyecto, sino en el análisis y en el carácter de urgencia que los legisladores le impregnan a las iniciativas 
que ingresan a este ámbito. 


Por lo tanto, que este proyecto haya ingresado en el mes de octubre no significa algún carácter de inmediatez. 
Hay proyectos de ley sobre salud mental que han sido aprobados en la otra Cámara a los que se les dio un 
tratamiento inmediato, postergando iniciativas de integrantes de la oposición. 


En definitiva, la fecha no es algo de recibo. 


A su vez, el hecho de que se haya aprobado la Ley de Salud Mental no significa que sea la dueña de la 
verdad. De hecho, en el Frente Amplio hubo claras y notorias diferencias sobre el enfoque que había que 
darle a esa ley. De hecho, se logró consenso en las últimas instancias porque el propio Gobierno afirmaba que 
la rendición de cuentas era fundamental y que el proyecto de ley sobre salud mental debería ser aprobado 
antes de dicha instancia. 


También en ese momento hubo que conciliar dentro del partido de Gobierno para que prosperara el proyecto 
de ley de salud mental. Eso no significa que tanto las señoras diputadas Reisch y Quintela, el señor diputado 
De León o quien habla no podamos tener diferentes iniciativas cuestionando esa ley pues, bajo ningún 
concepto, se trata de una norma dueña de la verdad. 


Creo que no es comparable la Ley de Salud Mental con esta iniciativa. Además, si vamos a hablar de la Ley 
de Salud Mental, el Gobierno debería empezar a cumplirla, porque está incumpliendo todo lo que dijo antes. 


En la rendición de cuentas -esto se lo dije al ministro Basso y por eso lo puedo mencionar con propiedad- no 
hubo un solo artículo en el sentido de la Ley de Salud Mental. 


Entonces, más allá de discutir si hay normativas que van en contra o a favor de la Ley de Salud Mental, lo 
primero que debe hacer el Gobierno es cumplir con los compromisos asumidos. Parecería que el apuro que se 
manifestó en su momento no era tal. 


Por lo tanto, en caso de vincular este tema -creo que no es vinculante- deberíamos rever por qué el Gobierno 
comenzó incumpliendo dicha ley. 


También hay que hacer referencia a los planos educativo y de tratamiento que se imparten desde las entidades 
públicas y privadas. Para esto creo que es necesario analizar el artículo 67 de la ley de estupefacientes, que 


establece que el Poder Ejecutivo puede destinar lo producido de los bienes confiscados al narcotráfico a 
entidades públicas o privadas que trabajen con adictos o en la prevención de adicciones. 


Creo que acá estamos considerando aspectos que van mucho más allá de la Ley de Salud Mental y por eso, 
reitero, me parece buena la iniciativa de la señora diputada. 


Si bien hoy estamos analizando este proyecto de ley, debo reconocer que cuando se estableció un cronograma 
de trabajo se lo trasladó a todos los integrantes de la Comisión y se les solicitó expresamente que enviaran 
comentarios y un listado con las delegaciones que les interesarían recibir -de buena fe se trató de que 
estuviéramos todos los titulares de la Comisión-, de la misma forma en que se hizo con el proyecto de salud 
mental y con el proyecto de comisionado parlamentario. 


Esto no fue traído de los pelos sino que estaba previsto en un cronograma. Con la misma buena fe con que se 
sugirió que estuviéramos todos los titulares y se esperó, creo que hoy debe primar la convocatoria de las 
delegaciones, que será a partir del mes de marzo, luego del receso. 


Entiendo que para hacer referencia a la Ley de Salud Mental primero hay que cumplir con lo que se dijo en 
su momento, es decir, que debía aprobarse antes de la aprobación de la rendición de cuentas. Sin embargo, 
cuando el ministro concurrió a la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda -consta en la 
versión taquigráfica- y le pregunté qué artículos contemplaban el cumplimiento de esa ley, no supo qué 
contestar porque no habían sido contemplados. 


Por lo tanto, la urgencia manifestada en su momento parece que no era tal. 


SEÑORA REISCH (Nibia).- Me llama mucho la atención que el diputado Gallo haga referencia al 
cumplimiento del cronograma. Hasta ahora he tenido la mejor buena voluntad cuando alguien solicita 
modificarlo; lo hice con los certificados de defunción y con las salas de lactancia materna. Si nos guiamos 
por el cronograma, esto no se hubiera considerado en el día de hoy. 


No sé si el diputado tiene mala memoria o actúa por conveniencia. Reitero que hasta este momento he tenido 
la mejor buena voluntad cuando él ha propuesto alterar el cronograma. 


De aquí en más evaluaré cuál será mi accionar porque en el día de hoy estoy muy sorprendida con la actitud 
del señor diputado Gallo. 


Entiendo que nos debemos un debate todos los titulares de la Comisión y que este proyecto no se da de frente 
con la Ley de Salud Mental. 


Además de las sugerencias del señor diputado Gallo, quiero que se cite a los integrantes de la Junta Nacional 
de Drogas, porque deben informar cómo se ha manejado el fondo de bienes decomisados -creado a través de 
la Ley N? 18.046, de 2005-, cuánto se recaudó, en qué se destinó y cuánto se ha utilizado para rehabilitación. 
Se crean muchas leyes, pero llegado el momento poco se ejecuta. 


Por lo tanto, quiero que se convoque a la Junta Nacional de Drogas para que nos explique qué ha hecho con 
la plata de los bienes decomisados al narcotráfico y cuánto han empleado en rehabilitación. 


SEÑOR GALLO CANTERA (Luis).- Obviamente que todos queremos que venga la Junta Nacional de 
Drogas para que brinde explicaciones. 


Creo que acá hay un problema de interpretación, y lo digo con la mayor honestidad. 
(Diálogos) 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Parece que lo más útil será que esto quede para marzo, sabiendo que hay diferentes 
posiciones. 


SEÑORA QUINTELA (Mabel).- Estoy de acuerdo con este proyecto, no solo porque escuché a la delegación 
de padres y abuelos, sino porque conozco de cerca un caso. 


Sé que la mayoría de los drogadictos no tienen problemas mentales, sino que la droga los va afectando. 
Cuando no están drogados a veces piden que cuando estén mal los ayuden, pero no hay forma de hacerlo 
porque está prohibido. 


Al hermano de mi yerno, que es un ser divino, le pasa eso. Hace pocos días se pudo internar nuevamente 
porque estaba en una fase depresiva porque estuvo algunos días sin la droga. 


Sé que el problema existe, pero no sé si esta iniciativa se contrapone con la Ley de Salud Mental. 


En definitiva, estamos hablando de enfermos mentales y de drogadictos que en algunos momentos no están 
bien mentalmente. 


Creo que esta iniciativa podrá ser de mucho apoyo para las familias, que sé que pasan muy mal. 
Será importante escuchar a las delegaciones a partir de marzo para analizar este proyecto como se merece. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Citaremos a las delegaciones sugeridas por el señor diputado Gallo y la señora 
diputada Reisch a partir del mes de marzo. 


Este proyecto quedará como el primer tema a considerar en 2018, de acuerdo con el cronograma. 


SEÑORA REISCH (Nibia).- Solicito que a través de la Secretaría se comunique al señor diputado De León 
esta decisión por si quiere incluir alguna delegación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Línea del pie de página 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


